
Santiago, diecis is de mayo de dos mil veintitr s.é é

VISTOS:

En estos autos Rol C-1779-2017, seguidos ante el Juzgado de Letras de 

Casablanca,  sobre  juicio  ordinario  de  indemnizaci n  de  perjuicios  poró  

responsabilidad  extracontractual,  caratulados  V liz  Henr quez  Cesar  Gustavo“ é í  

con Garibaldi Malfanti Alfredo y otro , por sentencia de diez de agosto de dos”  

mil veinte se acogi  la demanda y se conden  a pagar a los demandados enó ó  

favor del actor la suma de $50.744.889 a t tulo de da o emergente y el monto deí ñ  

$647.955.943 a t tulo de lucro cesante.í

Los demandados recurrieron de casaci n en la forma y apelaron en contraó  

del referido fallo y una Sala de la Corte de Apelaciones Valpara so, por sentenciaí  

de doce de octubre del a o dos mil veintiuno, luego de rechazar los recursos deñ  

casaci n formal, la confirm . ó ó

En contra de esta ltima decisi n los demandados dedujeron recurso deú ó  

casaci n en el fondo.ó

Se trajeron los autos en relaci n.ó

CONSIDERANDO:

PRIMERO:  Que,  si  bien  ambos  demandados  deducen  recurso  de 

casaci n en el fondo, sus argumentos son pr cticamente id nticos, acusando, enó á é  

concreto, en primer lugar,  infracci n a lo preceptuado enó  los art culos  1437,í  

2284, 2314 y 2315 del C digo Civil. Alegan, al respecto, que el demandanteó  

admite  en  su  demanda  que  la  acci n  u  omisi n  culpable  o  dolosa  que  lesó ó  

atribuye,  no  es  la  celebraci n  de  un  contrato  con  un  tercero,  sino  eló  

incumplimiento del propio, bajo el supuesto que dicho contrato inclu a aguas deí  

riego, conflicto legal que estiman insuperable y, por lo tanto, afecta la acci nó  

deducida  al  haberse  demandado  mal  una  presunta  responsabilidad 

extracontractual.

En un  segundo cap tulo aducen que la sentencia cuestionada incurre ení  

un  error  de  derecho  al  admitir  como  medio  de  prueba  dos  peritajes 

improcedentes.  En este sentido mencionan como infringidos los art culos 409,í  

410 y  411 del  C digo  de  Procedimiento  Civil.  Sostienen que el  informe deó  

peritos procede en todos aquellos casos en que la ley as  lo disponga, ya sea queí  

se valga de estas expresiones o de otras que indiquen la necesidad de consultar 

opiniones periciales, no siendo esta la situaci n de autos ya que no se trata deó  
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una materia en que la ley exige informe pericial. Asimismo, mencionan, procede 

cuando la  ley  ordene que se  resuelva  un asunto en juicio  pr ctico  o previoá  

informe de peritos, lo que tampoco que se verifica en autos. Por ltimo, dicen,ú  

de modo facultativo, el art culo 411 citado se ala que podr  tambi n o rse elí ñ á é í  

informe de peritos sobre puntos de hecho para cuya apreciaci n se necesitenó  

conocimientos especiales de alguna ciencia, se alando, en este sentido, que si losñ  

peritajes  de Claudia  Paola  Arellano G mez y de  Armando Abdala  Olivares,ó  

correspondiesen a este ltimo caso, no cumplen con este requisito por cuanto alú  

solicitarse la pericia no fueron determinados concretamente los hechos sobre los 

cuales deb a versar el mismo, ya que la petici n en particular refiere los puntosí ó  

de hecho fijados en el auto de prueba, no obstante que el auto de prueba tiene 6 

puntos distintos, muchos de los cuales no son puntos de hecho y no se indica 

concretamente respecto de cu l de ellos se pide la pericia; y, en segundo lugar,á  

por cuanto aun admitiendo que los peritos debieran guiar su informe por todos 

los puntos de prueba de autos, aseveran que nos encontramos en la imposibilidad 

de considerar que la apreciaci n de todos ellos necesite conocimiento especial deó  

alguna ciencia, y en particular, de la ciencia agron mica o contable, que son lasó  

especialidades de los peritos. 

En un  tercer cap tulo refieren que la sentencia incurre en un error deí  

derecho grave cuando infringe las reglas de la l gica y racionalidad, al apreciaró  

el valor probatorio de los peritajes. En este sentido alegan como vulnerado el 

art culo 425 del C digo de Procedimiento Civil,  toda vez que ha tenido porí ó  

suficientes los dos peritajes decretados en la causa, sin haber expresado ning nú  

fundamento o an lisis a su respecto, y dejando claramente establecido que se haá  

limitado a confirmar que sus conclusiones no excedan los montos demandados, 

pero  no atendiendo a su m rito  efectivo.  Es  decir,  la  sentencia  no contieneé  

ninguna consideraci n de l gica, experiencia, racionalidad, t cnica o similares,ó ó é  

que le permitan otorgar valor probatorio a los informes periciales. 

Aducen  que  atenta  en  contra  de  la  regla  de  la  l gica  el  que  lasó  

afirmaciones contenidas en los informes periciales relativas a datos productivos, 

no se encuentran respaldados en documentaci n que conste de autos, ni tampocoó  

en  documentaci n  v lidamente  extendida  que  se  acompa e  como  fuente  deó á ñ  

referencia y que provenga de la operaci n real del demandante. As , la peritoó í  

Claudia Paola Arellano G mez, establece un presunto lucro cesante a partir deó  

una venta o rendimiento que no es  la  del  demandante.  Tales  cifras  nos  las 
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respalda  de  ninguna forma  con  datos  del  se or  V liz,  sino  que  se  limita  añ é  

incorporar cuadros o res menes que contienen n meros de costos de explotaci nú ú ó  

por hect rea, ajenos a los antecedentes concretos de venta del demandante, queá  

pudieran m nimamente hacer presumir una utilidad real. De esta forma dice, laí  

perito  alcanza  n meros  que  son  absurdos  para  la  actividad  agr cola.  Mismaú í  

situaci n que ocurre con peritaje evacuado por Armando Abdala Olivares.ó

SEGUNDO: Que encontr ndose  la  causa  en estado de acuerdo y  alá  

abordar el an lisis del recurso de nulidad interpuesto, se advirti  que la sentenciaá ó  

recurrida adolece de un vicio de casaci n de forma que autoriza su invalidaci nó ó  

de  oficio,  como  quedar  en  evidencia  del  examen  que  se  har  en  losá á  

razonamientos que se expondr n a continuaci n.á ó

TERCERO: Que es  preciso tener  presente  que en estos  autos  Cesar 

Gustavo V liz Henr quez interpuso demanda de indemnizaci n de perjuicios ené í ó  

contra de Alfredo Garibaldi  Malfanti  y Alfredo Eduardo Garibaldi  Bronstein, 

indicando que el 23 de julio del a o 2015, celebr  un contrato de arrendamientoñ ó  

con  Alfredo  Eduardo  Garibaldi  Bronstein,  por  instrumento  privado  otorgado 

ante la notario interina de Curacav ,  Francisca G rate Toro,  en donde se leí á  

entregaba en arriendo un predio agr cola de treinta y tres hect reas, denominadoí á  

parcela 9, rol N  105-177 y parcela 7 rol N  105-179, pertenecientes al proyecto° °  

de parcelaci n El C ndor de la comuna de Curacav , con el fin de destinarloó ó í  

nicamente a siembras agr colas, dentro de lo que se comprende el uso del aguaú í  

para riego de las mismas (sic), contrato que se mantendr a vigente durante elí  

per odo contado desde el d a 05 de agosto del a o 2016 hasta el 05 de agosto delí í ñ  

a o 2018,  renovable por per odos de 12 meses por acuerdo entre las  partes.ñ í  

Se ala  que  con  fecha  14  de  diciembre  de  2016,  los  demandados  Alfredoñ  

Eduardo  Garibaldi  Bronstein  y  Alfredo  Garibaldi  Malfanti,  celebraron  un 

contrato de arrendamiento con la empresa Summit Fruit Chile SpA, repactado 

con fecha 05 de mayo de 2017,  ambas ante el  notario p blico de Santiago,ú  

Humberto Santelices Narducci del mismo a o; contrato por el cual entregabanñ  

en arriendo a dicha empresa una parte del predio agr cola Fundo Chorrillos,í  

perteneciente a la comuna de Curacav , estipulando en ese instrumento que seí  

comprende  especialmente  en  el  arrendamiento  el  uso  de  las  instalaciones 

destinadas a la captaci n y bombeo de agua de riego que se encuentran ubicadasó  

en la parcela N  9 del proyecto de parcelaci n El C ndor, de la comuna de° ó ó  

Curacav , propiedad que con anterioridad le hab a arrendado a su parte uno deí í  
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los demandados. Agrega que, como consecuencia del contrato de arrendamiento 

mencionado la empresa Summit Fruit Chile SpA, hizo uso de las aguas que se 

encuentran en la propiedad arrendada por su parte, es decir, la parcela N  9 del°  

proyecto de parcelaci n El C ndor, con el fin de destinarlas al riego de rbolesó ó á  

frutales, en desmedro del uso que requiere darle a las mismas para sus propios 

cultivos,  de esta manera,  los  demandados modificaron el  marco partidor que 

entrega las aguas necesarias para su beneficio y producci n agr cola para poderó í  

regar los terrenos secanos que arrendaron a la empresa Summit Fruit Chile SpA. 

Refiere  que  como  consecuencia  de  la  acci n  de  celebrar  el  contrato  deó  

arrendamiento por parte de los demandados con la empresa Summit Fruit Chile 

SpA.  se  le  ha  generado  una  privaci n  absoluta  en  el  uso  de  las  aguasó  

correspondientes a la parcela que arrienda, lo que le ha producido enormes y 

graves perjuicios en su producci n agr cola actual y futura, dentro del plazo deó í  

vigencia de su contrato de arriendo, considerando que la propiedad deja de ser 

apta  para  los  cultivos  que  produzca,  convirti ndose  en  parcela  de  secano;é  

asimismo, respecto a la gravedad del da o, menciona que se encuentra en medioñ  

de la planificaci n de la temporada agr cola, con las semillas y los fertilizantesó í  

comprados para los cultivos e incluso con compromisos de venta y entrega de los 

diversos  productos  agr colas  de  temporada  que  produce  en  la  propiedadí  

individualizada.  Pide  la  suma  de  $60.158.102  por  da o  emergente  yñ  

$647.955.943 por lucro cesante.

La contestaci n de la demanda se tuvo por evacuada en rebeld a de ambosó í  

demandados. 

CUARTO: Que la sentencia que ha sido objeto del recurso de casaci nó  

en el fondo confirm , por sus propios argumentos, el fallo de primer grado queó  

acogi  la  demanda  en  todas  sus  partes,  reflexionando  al  efecto  que,  losó  

demandados conoc an la destinaci n agr cola que la parte demandante dio a lasí ó í  

parcelas  7 y 9,  que para lograr  esa  finalidad  usaba las  aguas  del  canal  Las 

Mercedes, que esas aguas eran extra das desde un punto de captaci n ubicadoí ó  

en la parcela 9, y que en el a o 2017 entregaron en arrendamiento sus derechosñ  

de aguas sobre el caudal de dicho canal a un tercero, de lo cual se deriv  eló  

cambio de marco partidor para la extracci n del agua desde el se alado canal, eló ñ  

cual fue ubicado en la ribera de enfrente, sac ndolo de la parcela 9 y llev ndoloá á  

al predio arrendado al tercero Summit Fruit Chile SpA.
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Luego  se ala  que  la  entrega  en  arrendamiento  de  derechos  de  aguas,ñ  

cambiando su punto de captaci n, aguas que sabidamente eran utilizadas por eló  

actor  para  la  explotaci n  agr cola  de  las  parcelas  arrendadas  a  los  mismosó í  

demandados, constituye una acci n deliberada efectuada por quienes no pod anó í  

sino  conocer  los  efectos  perniciosos  que  tendr a  en  las  labores  agr colasí í  

efectuadas por el actor.

En cuanto a la existencia de los perjuicios demandados, expone que stosé  

han sido acreditados ampliamente con el peritaje agregado en el folio 107 y 108, 

evacuado por Claudia Arellano G mez, y con el peritaje agregado en el folio 114ó  

evacuado por Armando Abdala Olivares, pues ambos concluyen, a su entender 

fundadamente,  que  la  parte  demandante  no  pudo  seguir  con  la  producci nó  

agr cola en las parcelas arrendadas a la parte demandada a consecuencia de laí  

p rdida del acceso a las aguas del canal Las Mercedes.é

Por ltimo, en lo que dice relaci n con su monto, refiere que en cuanto alú ó  

da o emergente, la perito Arellano lo contabiliza nicamente en relaci n a lasñ ú ó  

rentas pagadas, mientras que el perito Abdala lo calcula sobre la base de insumos 

que debieron ser adquiridos para la plantaci n de br colis  y coliflores en losó ó  

predios explotados por el actor, que estima aparece mejor ilustrado, raz n por laó  

cual se est  al monto en l fijado.á é

En  cuanto  al  lucro  cesante,  menciona  que  ambos  peritos  analizan  y 

justifican la p rdida patrimonial sufrida por el actor con motivo de los hechos ené  

que se funda la demanda, y los aval an en cifras por sobre lo demandado, por loú  

que considerando lo expuesto por ambos peritos y por el actor, se estar  en esteá  

punto al monto demandado.

QUINTO: Que el C digo de Procedimiento Civil, en los art culos 169,ó í  

170 y 171, regul  la forma de las sentencias. En el art culo 170 citado, que prevó í é 

el contenido de los fallos de primera o de nica instancia y los de segunda queú  

modifiquen o revoquen en su parte  dispositiva los  de otros  tribunales,  en su 

numeral  cuarto  estatuye  expresamente  que  debe  hacerse  alusi n  a  ó “las 

consideraciones  de  hecho  o  de  derecho  que  sirven  de  fundamento  a  la  

sentencia .   ”

A su vez, el art culo 5  transitorio de la Ley N  3.390, de 15 de julio deí ° °  

1918, dispuso: “La Corte Suprema establecer , por medio de un auto acordado,á  

la  forma  en  que  deben  ser  redactadas  las  sentencias  definitivas  para  dar  

cumplimiento  a  lo  dispuesto  en  los  art culos  170  y  785  del  C digo  deí ó  
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Procedimiento  Civil ,  ante  lo  cual  este  Tribunal  procedi  a  dictar  el  Auto” ó  

Acordado de fecha 30 de septiembre de 1920, expresando que las  sentencias 

definitivas de primera o de nica instancia y las que revoquen o modifiquen lasú  

de otros tribunales, contendr n:  á … “5  Las consideraciones de hecho que sirvan°  

de fundamento al fallo. Se establecer n con precisi n los hechos sobre que versaá ó  

la cuesti n que deba fallarse, con distinci n de los que hayan sido aceptados oó ó  

reconocidos por las partes y de aqu llos respecto de los cuales haya versado laé  

discusi n; 6  En seguida, si no hubiere discusi n acerca de la procedencia legaló ° ó  

de la prueba, los hechos que se encuentren justificados con arreglo a la ley y los  

fundamentos  que  sirvan  para  estimarlos  comprobados,  haci ndose,  en  casoé  

necesario, la apreciaci n correspondiente de la prueba de autos conforme a lasó  

reglas legales; 7  Si se suscitare cuesti n acerca de la procedencia de la prueba° ó  

producida, la exposici n de los fundamentos que deben servir para aceptarla oó  

rechazarla, sin perjuicio del establecimiento de los hechos en la forma expuesta  

en  los  p rrafos  precedentes  para  los  fines  consiguientes;  8  Establecidos  losá °  

hechos, las consideraciones de derecho aplicables al caso; 9  La enunciaci n de° ó  

las leyes o en su defecto de los principios de equidad con arreglo a los cuales se  

pronuncia el fallo; 10  Tanto respecto de las consideraciones de hecho como lasº  

de  derecho,  el  tribunal  observar  al  consignarlas  el  orden  l gico  que  elá ó  

encadenamiento  de  las  proposiciones  requiera,  y,  al  efecto,  se  observar ,  ená  

cuanto pueda ser aplicable a tribunales unipersonales, lo dispuesto en el art culoí  

186 del C digo de Procedimiento Civiló , actual art culo 83 del C digo Org nico” í ó á  

de Tribunales.

La importancia de cumplir con tales  disposiciones la ha acentuado esta 

Corte  Suprema  en  diversas  oportunidades,  para  la  claridad,  congruencia, 

armon a y l gica en los razonamientos que deben observar los fallos.í ó

En  este  contexto  surge  toda  la  distinci n  racional  sobre  lo  queó  

efectivamente  constituye  el  fundamento  del  fallo  por  parte  de  los  jueces, 

distinguiendo  las  motivaciones,  fundamentaciones,  justificaciones  y 

argumentaciones,  resolvi ndose  por  la  jurisprudencia  comparada  que  hayé  

ausencia de fundamento tanto cuando ste se encuentra ausente, como cuando laé  

ausencia  es  parcial  o  son  insuficientes  los  expresados,  al  igual  que  al  existir 

incoherencia interna, arbitrariedad e irrazonabilidad.

Los tribunales  y  la  doctrina han hecho hincapi  en esta obligaci n  deé ó  

motivar  o fundamentar  las  sentencias,  por  cuanto  tal  exigencia  no s lo  diceó  

VRRCXFMVPXH



relaci n  con  un  asunto  exclusivamente  procesal,  referido  a  la  posibilidad  deó  

recurrir,  que implica impugnar una resoluci n de manera de evitar errores yó  

arbitrariedades -derecho consagrado en la Carta Fundamental, que importa la 

idea del racional, justo y debido proceso que debe alcanzarse en la sentencia- 

sino  porque,  adem s,  se  relaciona  con  un  tema  externo  a  la  procesabilidadá  

indicada, que se enmarca en la necesidad de someter al examen que puede hacer 

cualquier ciudadano de lo manifestado por el juez y que hace posible, asimismo, 

el  convencimiento  de  las  partes  en  el  pleito,  evitando  la  impresi n  deó  

arbitrariedad al tomar stas conocimiento del porqu  de una determinaci n.é é ó

SEXTO:  Que  a  estos  principios  atiende  tambi n  el  art culo  160  delé í  

C digo de Procedimiento Civil al disponer que las sentencias judiciales debenó  

extenderse conforme al m rito del proceso, lo que naturalmente impone a losé  

jueces la obligaci n de hacerse cargo de  las pruebas que sean pertinentes paraó  

as  establecer los hechos que de ellas deriven y que deber n servir de base a laí á  

decisi n que  se adopte en definitiva.ó

El debido establecimiento de los hechos que resulten probados es, a su vez, 

necesario para el  fallo  del  tribunal de casaci n  conforme al  art culo 785 deló í  

mismo cuerpo legal, pues deber  aceptarlos como ciertos, aunque le merezcaná  

una calificaci n  distinta, salvo que se invoque y demuestre infracci n a leyesó ó  

reguladoras de la prueba que posibiliten, a partir de un nuevo an lisis, asentará  

hechos distintos.

S PTIMOÉ : Que observados los antecedentes a la luz de lo expresado 

con antelaci n, resulta inconcuso que los jueces de la instancia, en el caso subó  

judice, no han dado acatamiento a los requisitos legales indicados, desde que han 

resuelto acoger la demanda, condenando a los demandados a pagar la suma de 

$50.774.889 a t tulo de da o emergente y $647.955.943 por lucro cesante, siní ñ  

haber realizado un an lisis de sus conceptos, es decir, qu  implican estos da os yá é ñ  

los elementos necesarios que deben acreditarse para tenerlos por configurados, y 

sin haber efectuado tampoco las necesarias consideraciones en torno a la prueba, 

en especial la pericial, rendida a su respecto. En efecto, la sentencia de primer 

grado en el considerando und cimo, hecho suyo por la sentencia de segundoé  

grado, se al  lo siguiente:ñ ó

Und cimo: Que los  perjuicios  padecidos  por  el  demandante  han sido“ é  

acreditados  ampliamente  con  el  peritaje  agregado  en  el  folio  107  y  108,  

evacuado por Claudia Arellano G mez, y con el peritaje agregado en el folioó  
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114  evacuado  por  Armando  Abdala  Olivares.  Ambos  informes  concluyen  

fundadamente  que  la  parte  demandante  no  pudo  seguir  con  la  producci nó  

agr cola en las parcelas arrendadas a la parte demandada a consecuencia de laí  

p rdida del acceso a las aguas del canal Las Mercedes. Se concluye de estosé  

informes  y  de  los  contratos  acompa ados  en  autos,  que entre  el  cambio  deñ  

marco partidor de la captaci n de aguas y los perjuicios alegados por la parteó  

demandante, hay una relaci n de causalidad.ó ”

Para luego en su considerando duod cimo limitarse a indicar que:é

Que,  con  el  m rito  de  la  prueba  pericial  rendida  por  la  parte“ é  

demandante, analizada en forma legal, consistente en los informes de dos peritos,  

una perito ingeniero agr nomo y un perito contable, se tienen por acreditadoó  

que, a consecuencia de la p rdida de la utilizaci n de las aguas por el cambio deé ó  

marco  partidor  o  punto  de  captaci n,  el  actor  s  sufri  los  perjuicios  queó í ó  

demanda.

En cuanto al da o emergente, la perito Arellano lo contabiliza nicamenteñ ú  

en relaci n a las rentas pagadas, y el perito Abdala lo calcula sobre la base deó  

insumos que debieron ser adquiridos para la plantaci n de br colis y colifloresó ó  

en los predios explotados por el  actor.  Apareciendo como mejor ilustrado se  

estar  al monto fijado en el peritaje agregado en el folio 114.á

En cuanto al lucro cesante, ambos peritos analizan y justifican la p rdidaé  

patrimonial sufrida por el actor con motivo de los hechos en que se funda la  

demanda,  y los  aval an en cifras  por sobre lo  demandado.  Considerando loú  

expuesto por ambos peritos y por el actor, se estar  en este punto al montoá  

demandado, como se dirá”.

 Como puede apreciarse, la sentencia omite toda referencia al concepto de 

lucro cesante el cual se ha definido como “una forma de da o patrimonial queñ  

consiste en la p rdida de una ganancia leg tima o de una utilidad econ mica poré í ó  

parte de la v ctima o sus familiares como consecuencia del da o, y que sta noí ñ é  

se habr a producido si el evento da ino no se hubiera verificadoí ñ , raz n por la” ó  

cual era necesario para conceder dicha indemnizaci n, la demostraci n de laó ó  

falta de generaci n del ingreso y la determinaci n del quantum de la ganancia,ó ó  

sin que bastare para ello que se haya probado la existencia del hecho generador 

del lucro cesante que se pretende. Al respecto el fallo cuestionado no efect aú  

ning n an lisis, d ndolo por cierto y determinando su monto en la suma  deú á á  

$647.955.943,   tan  solo  en  base  a  una  escueta  referencia  que  efect a  a  losú  
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informes  periciales  evacuados  en  la  causa.  Y  lo  mismo  sucede  con  el  da oñ  

emergente, el cual se menciona ser  establecido conforme al peritaje evacuadoá  

por  el  se or  Abdala,  quien  no  solamente  lo  determina  por  las  rentas  deñ  

arrendamiento que se pagaron por la parcela que el actor finalmente no pudo 

usar para el fin que la arrend , sino que tambi n en relaci n al valor de losó é ó  

insumos  que  tuvo  que  adquirir  para  la  producci n  agr cola  que  finalmenteó í  

result  frustrada, sin embrago, nada se dice por los jueces del fondo respecto aló  

hecho  que el  perito  se ala  montos  que  no cuentan  con  respaldo  alguno,  niñ  

siquiera menciona los antecedentes ciertos y comprobables que habr a tenido a laí  

vista para determinar su existencia y valor, salvo en lo referente al monto de la 

renta de arrendamiento del predio de que se trata, que consta del contrato cuya 

copia se encuentra agregada a los autos y no fue controvertido.  

En este punto es preciso se alar que para el debido examen de un informeñ  

pericial debe atenerse a su contenido sustancial y no a las palabras que el mismo 

expresa, ya que su fundamentaci n es condici n relevante para su valoraci n,ó ó ó  

por  cuanto en ella  descansa la  motivaci n  de sus  conclusiones  y  las  razonesó  

cient ficas o t cnicas que se utilizaron en la pericia.í é

OCTAVO:  Que  lo  expuesto  en  los  motivos  que  anteceden  permite 

afirmar que en la especie no se verific  un cabal  razonamiento respecto deló  

asunto  sometido  al  conocimiento  y  resoluci n  de  los  tribunales  del  m rito,ó é  

omiti ndose las consideraciones de hecho y de derecho que deb an servirle deé í  

sustento, prescindiendo los juzgadores de la obligaci n de efectuar una reflexi nó ó  

que permitiera constatar la apreciaci n fundada de los medios probatorios paraó  

establecer los presupuestos que consagra el legislador a fin de regular su fuerza 

probatoria,  y  del  deber  de  realizar  una  reflexi n  que  permitiera  eló  

establecimiento de los  hechos  sobre los  cuales  deb an decidir  la  controversia,í  

cuesti n  previa  al  razonamiento  relativo  a  la  aplicaci n  de  la  pertinenteó ó  

normativa legal y a la decisi n misma.ó

Lo dicho  conduce  a  concluir  que  las  motivaciones  sobre  las  cuales  se 

construye  la  decisi n  que  se  examina aparecen  carentes  del  an lisis  exigible,ó á  

importando m s propiamente afirmaciones abstractas  desprovistas del  sustentoá  

f ctico necesario. De esta forma, al omitir tal estudio, indispensable para unaá  

adecuada  resoluci n  del  asunto,  se  ha  dejado  de  dar  cumplimiento  a  losó  

requerimientos que se han impuesto a los sentenciadores en orden a indicar las 

fundamentaciones que permiten asentar las decisiones de los rganos que ejercenó  
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jurisdicci n  en  el  Estado.  Tan  importante  como  antigua  es  esta  obligaci nó ó  

impuesta  a  los  magistrados,  que  su  inobservancia  corresponde  sancionarla 

privando de valor al fallo. 

NOVENO:  Que,  consecuencialmente,  queda  de  manifiesto  que  la 

resoluci n reprochada ha incurrido en la omisi n del requisito estatuido en eló ó  

numeral  cuarto  del  art culo  170  del  C digo  de  Procedimiento  Civil  y  queí ó  

adem s se encuentra reglamentado en el n mero 5  del Auto Acordado de laá ú º  

Corte  Suprema  de  30  de  septiembre  de  l920,  de  lo  que  se  sigue  que  la 

contravenci n por los jueces de esas exigencias trae consigo la invalidaci n de laó ó  

sentencia viciada en virtud de haberse verificado la causal  de nulidad formal 

prevista en el N  5 del art culo 768 del C digo antes citado, falta que adem s° í ó á  

tiene influencia sustancial en lo dispositivo del fallo al dar lugar a la demanda.  

D CIMOÉ :  Que  el  art culo  775  del  C digo  de  Procedimiento  Civilí ó  

dispone que los tribunales,  conociendo, entre otros recursos, por la v a de laí  

casaci n,  pueden  invalidar  de  oficio  las  sentencias  cuando  los  antecedentesó  

manifiesten que ellas adolecen de vicios que dan lugar a la casaci n en la forma,ó  

oyendo  a  los  abogados  que  concurran  a  alegar,  exigencia  que  no  pudo  ser 

satisfecha en este caso por haberse advertido dicha situaci n con posterioridad aó  

la vista de la causa, en el estado de acuerdo.

UND CIMOÉ :  Que,  por  las  razones  expresadas  en  las  motivaciones 

anteriores, se proceder  a ejercer las facultades que permiten a esta Corte casará  

en la forma de oficio la sentencia en examen. 

 Y de conformidad a lo expuesto y lo se alado en los art culos 768 y 775ñ í  

del C digo de Procedimiento Civil, ó se invalida de of ic io  la sentencia dictada 

por la Corte de Apelaciones de Valpara so, de fecha doce de octubre de dos milí  

veintiuno, la que se reemplaza por la que se dictar  a continuaci n, sin nuevaá ó  

vista de la causa, pero separadamente. 

T ngase  por  no  interpuestos  los  recursos  de  casac i n  en  elé ó  

fondo  deducidos  por  los  abogados  V ctor  Espinoza  Mart nez,  ení í  

representaci n  de  Alfredo  Garibaldi  Bronstein,  y  Juan  Franciscoó  

Varela Noguera,  en representac i n de Alfredo Garibaldi  Malfanti .ó

Reg strese.í

Redacci n a cargo del abogado integrante se or Pedro guila.ó ñ Á

Rol N  86.908-2021°
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Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Arturo Prado P.,  Sr.  Mauricio  Silva C.,  Sra.  Mar a  Soledad Melo  L.,  y losí  

Abogado Integrante Sr. Gonzalo Ruz L. y  Sr. Pedro guila Y.Á

No firma el Ministro Sr. Prado., no obstante haber concurrido a la vista de los 

recursos y acuerdo del fallo, por estar con permiso.
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GONZALO ENRIQUE RUZ LARTIGA
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Fecha: 16/05/2023 18:07:06



En Santiago, a dieciséis de mayo de dos mil veintitrés, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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Santiago, diecis is de mayo de dos mil veintitr s.é é

En cumplimiento  a lo dispuesto en el inciso tercero del art culo 786 delí  

C digo de Procedimiento Civil,  se procede a dictar la siguiente sentencia deó  

reemplazo que corresponde de acuerdo a la ley.

VISTO:

 Se  reproduce  la  sentencia  de  diez  de  agosto  de  dos  mil  veinte,  con 

excepci n de su fundamento duod cimo, el que se elimina.ó é

Y teniendo en su lugar y adem s presente:á

PRIMERO:  Que respecto  del  primer  rubro  indemnizatorio  da o– ñ  

emergente-, el actor debe acreditar la disminuci n efectiva en su patrimonio. Aló  

respecto estos sentenciadores comparten el razonamiento del tribunal a quo en 

cuanto a que su existencia se demostr  con la prueba pericial evacuada en laó  

causa, as  como tambi n de la documental rendida por el actor, por cuanto deí é  

sta se desprende que la modificaci n del marco partidor ocasion  la p rdida deé ó ó é  

la fuente de abastecimiento de agua para el riego de la Parcela N  9, lo que°  

signific  la  p rdida  de  su  capacidad  de  uso,  pues  no  se  logr  el  objetivoó é ó  

productivo y que fue la raz n por el cual fue arrendada. En relaci n a su cuant aó ó í  

se  estima  est  suficientemente  probada  con  los  referidos  informes  y  con  elá  

contrato de arrendamiento acompa ado que dice relaci n con la Parcela N 9, yñ ó °  

al respecto se estar  al monto informado por la perito Arellano G mez la cualá ó  

se ala que este da o corresponder a a las rentas de arrendamiento que el actorñ ñ í  

tuvo  que  pagar  por  la  Parcela  N 9,  y  que  corresponden  a  la  suma  de°  

$22.576.342. Se descarta en este punto el informe pericial contable evacuado por 

el se or Abdala, pues ste agrega rubros indemnizatorios insumos que el actorñ é –  

tuvo que adquirir para su negocio agr cola- sin exponerse como se obtuvieron,í  

as  como tampoco se encuentran respaldados por antecedente documental algunoí  

que de cuenta de tratarse de aquellos necesarios para la explotaci n del predioó  

de que se trata y destinados a ello.

SEGUNDO: Que en cuanto al lucro cesante, ste se ha definido comoé  

“una forma de da o patrimonial que consiste en la p rdida de una gananciañ é  

leg tima o de una utilidad econ mica por parte de la v ctima o sus familiaresí ó í  

como consecuencia del da o, y que sta no se habr a producido si el eventoñ é í  

da ino no se hubiera verificadoñ , siendo necesario para tener por acreditada su”  

existencia que el actor demuestre la falta de producci n del ingreso, en este caso,ó  
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al  menos,  el  tipo de  hortaliza  que dej  de sembrar,  y  la  determinaci n  deló ó  

qu ntum de la ganancia á –     cu l habr a sido la producci n, á í ó  en cuanto habr aí  

podido vender sta y cu l habr a su costo-, no bastando entonces para ello, queé á í  

se  haya probado la  existencia del  hecho generador  del  lucro cesante que se 

pretende.

En  este  sentido  aparece  que  lo  demandado  por  lucro  cesante  (la 

imposibilidad  de  cultivar  br coli  y  coliflor,  y  consecuencialmente,  laó  

imposibilidad  de percibir  la  ganancia  de su venta) aparece  como una mera“  

expectativa de ganancia ,  m s que a un da o efectivamente causado  como” á “ ñ ”  

consecuencia de la no percepci n de ingresos o de una ganancia leg tima. ó í

Al  respecto  la  nica  prueba  aportada  para  determinar  este  rubroú  

indemnizatorio  corresponde  a  dos  informes  periciales,  uno  contable  y  otro 

efectuado por una ingeniera agr noma, los cuales no aparecen fundamentados,ó  

pues  no  se  basan  en  antecedente  concreto  alguno,  menos  que  obren  en  el 

proceso, para cuya apreciaci n se requieran especiales conocimientos de algunaó  

ciencia, y ni siquiera se aparejan a ellos . As , la se ora Arellano se ala que elí ñ ñ  

lucro cesante asciende a la suma de $969.101.254 (casi trecientos millones de 

pesos m s que aquello en que los propios actores avaluaron dicho da o), montoá ñ  

al  que  arriba  luego  de  realizar  una  serie  de  c lculos  que  no  tienen  apoyoá  

documental alguno, as  como tampoco indica de que antecedentes lo obtiene.í  

Por otra parte, el peritaje contable evacuado por el se or Abadala concluye queñ  

el  da o  por  lucro  cesante  sufrido  por  el  actor  asciende  a  la  suma  deñ  

$841.901.654,  se alando  al  efecto  que  ñ “Producto  de  los  hechos  descritos  

anteriormente, a contar del mes de septiembre de 2017 al demandante sr. V lizé  

le  ha  provocado  perjuicios  econ micos,  por  no  producir  las  hortalizas  poró  

concepto  de  lucro  cesante,  considerando  la  privaci n  de  cultivo  y  poró  

consiguiente  la  entrega  de  las  hortalizas  por  compromisos  adquiridos  con  

anterioridad  ” (de acuerdo a un detalle que realiza en una tabla que inserta a su 

informe), para luego indicar que “los valores, respecto al Costo por Hect rea yá  

Valor Unitario de Venta, se obtienes de ODEPA Oficina de Estudios y Pol ticasí  

Agrarias del Ministerio de Agricultura”, no obstante no se acompa  a los autosñó  

ni se adjunta a su informe documentaci n alguna de la cual se pueda desprenderó  

c mo arrib  a dicho monto ni tampoco se aporta la informaci n obtenida deó ó ó  

ODEPA de la cual se dice que se obtienen los valores que menciona.
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TERCERO: Que, as  las cosas, no habi ndose acreditado la gananciaí é  

que podr a haber percibido el demandante, la demanda deber  ser rechazada ení á  

cuanto a lo solicitado por concepto de lucro cesante.

Por estas consideraciones,  y lo dispuesto adem s en los art culos  186 yá í  

siguientes del C digo de Procedimiento  Civil, se declara que:ó

I.- Que SE  REVOCA la sentencia de fecha diez de agosto de dos mil 

veinte, dictada por el Juzgado de Letras de Casablanca, en los autos Rol 1779-

2017, en aquella parte que acogi  la demanda por lucro cesante, y se decide, enó  

su lugar, que se la rechaza por este concepto. 

II.- Que SE  CONFIRMA, en lo dem s apelado, la referida sentencia,á  

CON DECLARACI NÓ , que el monto por concepto de da o emergente queñ  

los demandados deber n pagar al actor corresponde a la suma de $22.576.342,á  

la que deber  ser pagada m s los reajustes e intereses legales que se devenguen aá á  

partir de la fecha en que el presente fallo quede firme y ejecutoriado.

Reg strese y devu lvase,  v a interconexi n.í é í ó

Redacci n a cargo del abogado integrante se or Pedro guila.ó ñ Á

Rol N  86.908-2021°

Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. 

Arturo Prado P.,  Sr.  Mauricio  Silva C.,  Sra.  Mar a  Soledad Melo  L.,  y losí  

Abogado Integrante Sr. Gonzalo Ruz L. y  Sr. Pedro guila Y.Á

No firma el Ministro Sr. Prado., no obstante haber concurrido a la vista de los 

recursos y acuerdo del fallo, por estar con permiso.
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En Santiago, a dieciséis de mayo de dos mil veintitrés, se incluyó en el
Estado Diario la resolución precedente.
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